SALVAMENTO DE VOTO

Naturaleza: 

Acción de tutela

Expediente:

66170-31-03-001-2017-00026-01
Accionante:

Juan David Gutiérrez Hurtado
Demandadas:
Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas
Magistrado:

Duberney Grisales Herrera
Respetuosamente me separo de la decisión mayoritaria, convencido como estoy de que ha debido darse por superado el requisito de la inmediatez y conceder el amparo impetrado, por lo protuberante de vicio en que incurrió el despacho judicial accionado, según paso a exponer. 

Recientemente reiteró la Corte Constitucional sobre la inmediatez para promover una acción de tutela, que: 

Atendiendo la naturaleza de la acción de tutela, que tiene como propósito obtener la protección inmediata de los derechos fundamentales, se ha discutido acerca de la necesidad de estudiar un plazo razonable en la interposición del amparo. La Sentencia SU-961 de 1999 precisó las características del principio de la inmediatez y su razonabilidad, no sin antes reiterar, como regla general, que la posibilidad de interponer la acción de tutela en cualquier tiempo significa que esta no tiene un término de caducidad. En este sentido, adujo:
“La razonabilidad en la interposición de la acción de tutela está determinada, tanto en su aspecto positivo, como en el negativo, por la proporcionalidad entre medios y fines. El juez debe ponderar una serie de factores con el objeto de establecer si la acción de tutela es el medio idóneo para lograr los fines que se pretenden y así determinar si es viable o no. Dentro de los aspectos que debe considerarse, está el que el ejercicio inoportuno de la acción implique una eventual violación de los derechos de terceros. Para hacerlo, el juez debe constatar: 1) si existe un motivo válido para la inactividad de los accionantes; 2) si esta inactividad injustificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión y 3) si existe un nexo causal entre el ejercicio inoportuno de la acción y la vulneración de los derechos de los interesados”.

Es cierto, como dice el fallo, que en general se ha considerado que un término razonable para someter al escrutinio constitucional una providencia judicial, sea de seis meses, por la seguridad jurídica que ella debe ofrecer. Pero llevar ese término al extremo de considerar que sobrepasados apenas 11 días, ya no es posible analizar la vulneración o la amenaza de derechos fundamentales, sobre todo cuando, insisto, ella es evidente, es desconocer la finalidad propia de la acción de tutela, como mecanismo idóneo de protección de los mismos. 
En suma, como la Sala dio por superado el requisito de la subsidiariedad, y en eso estoy de acuerdo, también ha debido tener por satisfecho el de inmediatez, dado que los seis meses aludidos solo se superaron en ocho días, ni siquiera en once, como dice el fallo, porque es menester contabilizar el término de ejecutoria de la providencia notificada el 20 de septiembre de 2016, que venció el 23 de ese mes. 

Es decir que, en mi criterio, todos los requisitos generales de procedibilidad de la acción estaban aquí satisfechos. Eso implicaba adentrarse en el análisis de los requisitos especiales, y entre ellos, el defecto procedimental que, no cabe duda, salta a la vista, en la medida en que el juzgado trastocó el trámite a seguir en el proceso de responsabilidad civil que Juan David Gutiérrez Hurtado promovió contra Gloria Nancy Grisales y Generalli Colombia Seguros Generales S.A. 
En efecto, promovida la demanda, el 8 de septiembre de 2016, decidió el juzgado, de una vez, rechazarla, por dos razones: una, porque la medida cautelar solicitada era improcedente y, en consecuencia, se tenía que agotar el requisito de procedibilidad de que trata el artículo 38 de la Ley 640 de 2001, norma que, valga acotarlo, fue modificada por el artículo 621 del CGP; y otra, porque con los documentos aportados no se acreditó la legitimación en la causa por activa. Contra esa decisión se interpuso recurso de reposición, que fue negado. 

Allí anduvo totalmente desenfocado el despacho: por un lado, desde la vigencia del CGP, en toda su dimensión, esto es, desde el 1° de enero de 2016, la falta del requisito de procedibilidad no da lugar al rechazo de la demanda, sino a su inadmisión (art. 90). Por el otro, la falta de legitimación en la causa es una cuestión de fondo, que toca con el derecho sustancial, por lo que, su ausencia, en manera alguna permite un rechazo de plano. De hecho, el artículo 90 citado, señala en qué casos puede procederse de esa manera (falta de jurisdicción, falta de competencia, caducidad) y excepcionalmente, el artículo 375 del mismo régimen contempla una alternativa más en los procesos de pertenencia. 
El amparo, entonces, ha debido concederse; por ello, me separo de la decisión mayoritaria. 
Así dejo plasmado mi salvamento. 

Pereira, junio 6 de 2017
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
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